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    1. Introducción


    «La libertad es algo


    que sólo en tus entrañas


    bate como el relámpago.»


    En la historia del liberalismo, la libertad y la confianza en el individuo han sido las dos premisas fundamentales que han hecho avanzar a los hombres hacia la conquista de un régimen constitucional, hacia una nueva estructura de la sociedad civil y hacia un desarrollo económico basado en el capitalismo industrial como una vía alternativa y contrapuesta al sistema del absolutismo político, a la sociedad estamental (dividida jerárquicamente en nobleza, clero y pueblo llano, cada uno con un estatuto jurídico propio) y a la economía agraria del Antiguo Régimen, esquema global de la llamada Edad Moderna.


    Esta transformación hinca sus raíces a fines del siglo xviii, impulsada por las nuevas ideas que se propagan por todo el Occidente europeo, y desemboca en la ruptura definitiva con la estructura política, social y económica de los siglos precedentes. Los pioneros en llevar a la práctica un programa teórico nuevo en la concepción de un Estado constitucional caracterizado por el predominio de la igualdad y la libertad de los ciudadanos fueron las trece colonias americanas, que consiguieron su independencia en 1776 y promulgaron, por vez primera, una Constitución, en la que se recogía una declaración de derechos que preservaba los logros de la libertad y la dignidad del individuo recientemente adquiridos. En Francia, con el estallido de la revolución en 1789, las ideas de Montesquieu, Voltaire, Rousseau y otros autores dejaron de ser unos presupuestos abstractos y se plasmaron en un texto constitucional. Por su gran resonancia muchos historiadores han señalado el hito revolucionario francés como fecha idónea para delimitar el paso del Antiguo al Nuevo Régimen y el comienzo de la Historia Contemporánea, al menos en el ámbito europeo. Sin embargo, este proceso revolucionario, sustentado, sobre todo, en las reivindicaciones de un grupo social, la burguesía, que adquirió conciencia de su propia fisonomía y que reivindicaba, por tanto, su participación activa en la vida política de la Nación a la que pertenecía, no fue un hecho aislado, sino que se inscribe dentro de un movimiento revolucionario más amplio que se expandió por casi toda la geografía europea. En otros países, como Inglaterra, el desarrollo del parlamentarismo como medio para frenar los posibles abusos de la Monarquía y como vía de expresión de los diversos grupos sociales tuvo sus orígenes en una época más temprana; ya en el siglo xvii se puso límites al ejercicio del poder real y se inició una etapa caracterizada por el equilibrio de las instituciones encargadas de la dirección del país.


    Al abrigo de las teorías liberales, la nueva clase burguesa emerge para arrebatar a la Monarquía y a la nobleza cortesana algunos privilegios. Esta potente burguesía europea había alcanzado un poder económico que chocaba con la exclusión a la que se veían sometidos para participar en la vida política, y la única forma posible de quebrar el orden establecido era la revolución. Una acción progresista que pronto se convertiría en conservadora por apelar a los mismos privilegios que habían intentado conquistar al excluir, a su vez, al resto de los grupos sociales que constituían, con ella, el pueblo llano.


    Los liberales de comienzos del siglo xix, liberales doctrinarios, fueron los primeros que abogaron por la participación ciudadana en el gobierno, pero no de una forma generalizada sino restringida a través de un sufragio censitario (sólo podían ser diputados aquellos que tuvieran una determinada renta). Ahí radica su conservadurismo. No obstante, pronto surgió una línea progresista, el liberalismo democrático, que lucharía por alcanzar realmente la libertad, la igualdad y la participación de todos a través del sufragio universal que, junto a las nuevas ideas socialistas que reivindicaban los derechos de los grupos menos favorecidos, impulsaron la culminación de este proceso.


    Todo el xix fue un siglo de lucha entre la pervivencia de los valores estamentales y la consolidación de las ideas liberales. En unos lugares más que en otros, la ruptura con el pasado fue difícil. Ello dependió de las particulares circunstancias que rodearon el panorama de cada Nación y el contexto internacional. Recordemos que, tras la Revolución francesa y la experiencia napoleónica, Europa cerró sus puertas a los cambios y pretendió restaurar el orden quebrantado, una actitud que obtuvo una respuesta enérgica a través de las revoluciones liberales burguesas de los años 20, 30 y 48, herederas, como hemos visto, de las luchas revolucionarias de fines del setecientos.


    ¿Qué papel desempeñó España en este proceso revolucionario del xix? ¿Cómo se desarrolló su camino hacia el nuevo Estado liberal? ¿Quiénes fueron los protagonistas? Evidentemente, existen rasgos peculiares que la diferencian y definen. La transformación que promovían las ideas liberales tardó en consolidarse en España más que en otros países europeos debido a la oposición de los sectores absolutistas, que desembocó en una guerra civil –guerra carlista 1833-1839–, y por el carácter de la sociedad misma, que mantuvo sus estructuras tradicionales y que no contaba, en aquellos momentos, con una burguesía nacional capaz de fomentar las innovaciones. Por ello, tal y como afirman historiadores contemporáneos, el constitucionalismo tuvo serias dificultades para calar en la sociedad y permanecer vigente en la España de principios de siglo.


    Los primeros impulsores del liberalismo y de la ruptura con las estructuras estamentales fueron los diputados de las Cortes Generales que se reunieron en Cádiz a partir de 1810, en una coyuntura de crisis bélica, para frenar, en principio, la invasión de las tropas napoleónicas y asumir, en último término, la necesaria reestructuración del Estado. Como ellos mismos afirmaran, sus objetivos se encaminaban hacia la salvación de «la Nación de la tiranía de Bonaparte y ponerla a cubierto en adelante de toda clase de tiranía... y establecer un Gobierno que, con su actividad, capacidad y energía, corresponda a vuestras intenciones –a la voluntad general a la que representan, se entiende–, reorganizando los ejércitos, faltos de disciplina o, como algunos dicen, de Constitución; crear arbitrios y recursos para sostener la guerra; reanimar el espíritu público, abatido por los desastres y la desconfianza, restablecer en la máquina política la unidad de la Nación, ya casi perdida... reformar, sin contemplación alguna, todos los abusos que se han seguido de la ignorancia de verdaderos principios con que hemos caminado hasta ahora...».


    Su labor supuso el comienzo de la implantación de un Estado Constitucional y el latido inicial de la crisis del Antiguo Régimen. De ello tenían conciencia una serie de intelectuales comprometidos, cuyo máximo logro fue la elaboración de una Constitución promulgada el 19 de marzo de 1812 «Código sagrado, respetable siempre como paladión que fue de nuestra independencia y cuna de nuestra libertad», tal y como la definía un testigo de la época, el genial periodista y escritor, Mariano José de Larra.


    No obstante, el esfuerzo de los hombres de Cádiz, entre los que destacan Argüelles, Toreno, Calvo de Rozas e Istúriz, por citar quizá a los más sobresalientes, no obtuvo resultados visibles a corto plazo; fue un intento fallido por introducir las nuevas estructuras políticas, sociales y económicas debido a la oposición del recién liberado Fernando VII, tras la victoria nacional frente a los franceses. Lo que, en un principio, podía haber sido la instauración de una monarquía parlamentaria, se convirtió, por el decreto del 4 de mayo de 1814, en la restauración del orden absoluto, y con él dio comienzo la represión de las libertades, un proceso paralelo a la actitud europea que tras las guerras napoleónicas se resistió también a los cambios. Sin embargo, la huella que dejaron los liberales gaditanos así como el resto de las experiencias revolucionarias de fines del xviii hizo que, tanto en España como en Europa, el triunfo del liberalismo burgués se convirtiera en una realidad a lo largo del xix.


    La Constitución de 1812 vino a ser una continua referencia, no sólo para los españoles sino para los italianos y americanos que protagonizaron su propia revolución liberal en los años 20 y 30, a causa de su carácter innovador, basado en la separación de poderes (ejecutivo, legislativo y judicial), la representación ciudadana, la soberanía nacional y la garantía de los derechos y libertades de los individuos.


    En conclusión, podemos decir que el estudio de las Cortes de Cádiz se convierte en una materia de capital importancia para descubrir el origen de nuestro presente, del Estado de derecho y de la tolerancia y la libertad por las que aún se lucha en la actualidad. Y, aunque, ciertamente, el liberalismo decimonónico ha quedado ya en desuso, no se pueden tampoco olvidar los avances que promovió en su tiempo, ya que sus ideas contribuyeron de manera decisiva a romper con unas estructuras carentes ya de sentido.

  


  
    2. La formación de las Cortes (1808-1810): la pugna de los tres poderes ante los acontecimientos de mayo de 1808


    En el contexto histórico de la inminente guerra de Independencia española, en los inicios del xix, frente a las tropas francesas de Napoleón se puso de manifiesto la crisis de las estructuras del Antiguo Régimen y la necesidad de sustituir el viejo sistema por uno nuevo más acorde con el curso de los tiempos. Con la marcha de Fernando VII a Bayona la dirección del país quedó en manos de la Junta de Gobierno, nombrada por el monarca ausente, y del Consejo de Castilla, institución tradicional en las labores gubernativas, que tenían como fines prioritarios el mantenimiento del orden público y la amistad con los franceses. Su actitud poco enérgica y vacilante les hizo permanecer expectantes ante los acontecimientos sin tomar medidas contundentes para frenar el avance francés. Sin embargo, el peligro de invasión despertó la conciencia nacional entre los españoles que lucharon por defender su integridad e independencia ante el elemento extranjero que había irrumpido en la Península y pretendía transformarla en un satélite de Francia.
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      Estampa del Motín de Aranjuez, 19 de marzo de 1808.


      El futuro Fernando VII, gracias al malestar general y a la crisis de la monarquía de Carlos IV, logra con un «golpe de Estado» la abdicación de su padre y hacer prisionero a su primer ministro Godoy.


      Comienza así su turbulento reinado.

    


    En estos momentos tan delicados, tres poderes estaban en pugna: por un lado, las viejas instituciones peninsulares, que mostraban una exasperante pasividad mientras la familia real estaba retenida en Bayona por Napoleón y las tropas francesas iban ocupando lugares estratégicos a lo largo de la geografía hispánica; por otro, el joven José I, al cual Napoleón había convertido en mero titular de la corona española gracias a la abdicación forzosa de Fernando VII y Carlos IV en Bayona, y decimos mero titular puesto que su poder efectivo como monarca se vio limitado por el propio Napoleón y por el pueblo español que le consideraba un usurpador. A pesar de que pretendió atraerse a los sectores reformadores españoles garantizando las libertades e impulsando ciertas reformas, no logró el apoyo necesario para reinar. Y, por último, el poder que se estableció en el resto de la Península para hacer frente a la invasión francesa y organizar la guerra con el objetivo de restituir a Fernando VII, es decir, el poder revolucionario de las Juntas provinciales que desembocó, finalmente, en una verdadera revolución política.


    Ante esta incapacidad de los órganos tradicionales de gobierno, la España de la resistencia se otorgó a sí misma, a través de estas Juntas provinciales, la capacidad de establecer un poder soberano que hiciera frente a la situación crítica en que se hallaban, es decir, que declarara la guerra a Francia, que luchara por la libertad y la independencia de España y por la vuelta de Fernando VII para ocupar el trono. Los liberales de Cádiz rechazaron la posibilidad de que un poder extranjero –José I y la Constitución de Bayona– fuera el que introdujera reformas en el sistema jurídico-político español y, por tanto, fueron ellos mismos los que iniciaron la revolución política, que culminaría con la elaboración de una Constitución de corte liberal, la de 1812, a cargo de los diputados elegidos en las nuevas Cortes. Este proceso da comienzo con la iniciativa de las Juntas provinciales, continúa con la centralización del poder «revolucionario» a través de la creación de la Junta Central, sigue con el nombramiento de una Regencia como órgano delegado del poder y, lo que es más importante, con la convocatoria y reunión de Cortes establecida por ella, cuya labor cristalizaría en la redacción de una Constitución, promulgada el 19 de marzo de 1812. Con ello, se inicia la historia del constitucionalismo español, y es el primer paso hacia la ruptura con el ya obsoleto sistema estamental de la Edad Moderna, la primera piedra que hará posible la construcción del edificio de la contemporaneidad.


    La solución napoleónica: José I y la Constitución de Bayona. Los afrancesados


    Con las abdicaciones de Bayona, Napoleón consiguió arrebatar la corona española a los Borbones e inaugurar una nueva dinastía, la bonapartista. Además, dotó a la Nación de un nuevo código constitucional importado de Francia que no satisfizo a la mayoría de los españoles, ya fueran liberales o absolutistas, moderados o radicales, a excepción de los afrancesados, un pequeño grupo autóctono que rodeó al nuevo monarca, José I, con el fin de llevar a cabo las reformas necesarias en la Península. Sin embargo, la labor de José I y de los afrancesados, así como la aplicación efectiva de la Constitución de Bayona, se vio abortada por la creciente oposición del pueblo español que, finalmente, se alzó en armas para alcanzar su independencia en una guerra de liberación nacional. Tampoco José I contó con la ayuda de los jefes militares franceses de las zonas ocupadas de la Península, ya que éstos obedecían las órdenes del propio Napoleón.
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      Entrevista de Bayona. Con el pretexto de apoyar la subida al trono de Fernando VII, Napoleón le condujo a Bayona y, una vez que el resto de la familia real llegó allí, consiguió la doble abdicación de los Borbones e hizo recaer la Corona española en su hermano José Bonaparte.
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      La familia de Napoleón. Caricatura de una dinastía advenediza que pretendió dominar Europa. Napoleón utilizó la estrategia matrimonial para perpetuar su dominio en aquellos lugares que conquistaba.


      En España consiguió colocar a su hermano José en el trono tras las abdicaciones de Bayona.

    


    A pesar de que la Constitución de Bayona promulgaba ciertos derechos y libertades, para la sociedad española tenía realmente un carácter de Carta Otorgada (código legal que se da por concesión del monarca, no como resultado del consenso nacional a través de sus representantes), es decir, la labor de la Asamblea congregada en Bayona, e integrada por diputados elegidos en la España ocupada y presidida por Azanza, sería supervisada por Napoleón de forma detallada. Con ello, pretendía exclusivamente atraerse a los grupos reformadores herederos de las ideas ilustradas que había en España. Este impulso regenerador era visto con buenos ojos por ciertos sectores intelectuales. No obstante, el sentimiento patriótico nacional que afloró ante la intromisión de los franceses, unido a la lealtad que profesaban a la dinastía borbónica frente a la bonapartista, impidieron la adscripción general de los españoles a la causa napoleónica y a la Constitución que se elaboró bajo sus designios. Los pros y los contras hicieron que la balanza se inclinara hacia un reformismo de impronta hispánica y no impuesto por un poder que les era extraño. Gracias a la alternativa que ofrecieron los liberales de Cádiz, las innovaciones civiles y constitucionales discurrieron por cauces nacionales y adquirieron matices más progresistas, ya que la futura Constitución de Cádiz –1812–, frente a la de Bayona –1808–, establecía un sistema electoral más representativo a través del voto por individuos y no por estamentos y una ruptura aún mayor con los privilegios estamentales, expresada en la concentración del poder legislativo en una sola Cámara.


    La crisis de las viejas instituciones peninsulares


    Fernando VII había alcanzado el poder de una forma poco ortodoxa aprovechando el descontento general generado por la política de su padre y su ministro Godoy. A través del Motín de Aranjuez, que puede considerarse como un peculiar golpe de Estado, había obligado a Carlos IV a abdicar, mientras que Godoy había sido destituido de su cargo y hecho prisionero. En tales circunstancias, el nuevo monarca consideraba necesario legitimar su acceso al trono por parte de Napoleón, quien poseía el control de Europa, y para conseguirlo, inició su viaje hacia el norte de la Península, donde tenía previsto reunirse con él. Sin embargo, una vez allí, recibió noticias de que la tan ansiada entrevista debía celebrarse fuera de las fronteras españolas. Desoídos los consejos de las personas más cercanas, Fernando VII abandonó la Península y se convirtió en víctima de la astucia de Napoleón, que pretendía crear un vacío de poder en España, atraerse al resto de la familia real a Bayona y restituir la corona a Carlos IV para obligarle después a traspasar la soberanía a su hermano José I Bonaparte. Mientras esto ocurría, ¿cómo se organiza el gobierno en la Península?


    Fernando VII, al emprender su viaje, dejó una Junta de Gobierno como titular en ejercicio de la soberanía y, para su ausencia, le ordenó mantener buenas relaciones con los franceses y convocar Cortes. El resto de la familia real fue también enviada a Bayona, y retenida allí, de acuerdo con los deseos de Napoleón. El peligro francés se puso de manifiesto con mayor claridad. Un primer paso importante fue el de monopolizar el organismo rector haciendo recaer la presidencia de la Junta de Gobierno en manos del general francés Murat, que obtuvo, de esta forma, el control de parte de la autoridad peninsular constituida y se dispuso a utilizarla como mero instrumento político de su poder. Así, la Junta de Gobierno experimentó un afrancesamiento, y, al recibir la noticia de la abdicación de Fernando VII y tras los sucesos del 2 de mayo, no estuvo a la altura de las circunstancias ni tomó decisiones contundentes dejándose llevar por las pautas marcadas por su presidente. En suma, la autoridad que se suponía legítima no fue capaz de organizar la defensa nacional frente a la progresiva dominación francesa.
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      Retratos de Fernando VII, su hermano y su tío. Los españoles siguieron fieles a los Borbones frente a las pretensiones de Napoleón por reinar a través de su hermano José Bonaparte.
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      Joaquín Murat, jefe del ejército bonapartista en la ocupación francesa de la Península, se encargó del traslado de la familia real a Bayona. Ocupó la presidencia de la junta de gobierno –órgano delegado del poder en ausencia de Fernando VII– y dirigió la represión del levantamiento del 2 de mayo. Cuando José I fue nombrado rey de España, se le concedió la corona de Nápoles.

    


    Por su parte, la otra institución tradicional, el Consejo de Castilla, gozaba de unas amplias competencias y atribuciones en el gobierno de la Monarquía: ejercía en nombre del Rey el poder legislativo y actuaba como Supremo Tribunal de la Administración, armonizaba los poderes de los tribunales y se encargaba de la convocatoria de Cortes, según el antiguo sistema de la representación por estamentos. Era, por tanto, un Comité legislativo, un Consejo político, un Centro de la Administración y un Alto Tribunal de Justicia civil y criminal, además de poseer otras atribuciones, como la de intervenir en la administración de los bienes eclesiásticos, supervisar la enseñanza y favorecer los intereses económicos de la Península. Era, en definitiva, una figura institucional que ofrecía un vínculo de intermediación entre el Rey y la Nación. ¿Cómo actúa el Consejo ante los sucesos de mayo y junio de 1808? En cuanto a su labor gubernativa, pretende, ante todo, mantener el orden y llega incluso a imponer castigos a aquellos que se manifestaran contrarios a los franceses o que realizaran algún acto rebelde frente a las tropas invasoras. Tras los sucesos del 2 de mayo, tanto la Junta de Gobierno como el Consejo de Castilla despliegan todo su poder para instaurar el orden sin oponer resistencia a los franceses e intentan persuadir a la población para que no se levante en armas. La relación con las autoridades provinciales se ciñe, pues, al intento por aplacar el desorden público.
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      Retrato ecuestre de Napoleón. Sus pretensiones imperialistas chocaron ante la resistencia continuada del ejército y la guerrilla española. Mientras en Europa iba acumulando victorias, España fue una constante espina.
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